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Buenos días a todos y todas, quiero agradecer primero la hospitalidad de nuestros amigos del Instituto de Cultura de Baja california y la invitación de la Comisión de Cultura de la Cámara de Diputados Federales y en especial de su presidenta la diputada Kenia López Rabadán para participar en este foro.

En el Instituto Sonorense de Cultura estamos comenzando una nueva administración busca facilitar las condiciones para que el sector cultural  contribuya a la economía local, apoye la recuperación los espacios urbanos, estimule la cohesión social y mejore la calidad de vida de los sonorenses convirtiéndose en un atractivo para el turismo y la inversión. 

Esta visión se basa en tres conceptos: sustentabilidad, diversidad y la cultura entendia y el compromiso de los gobiernos de fomentar el derecho de los ciudadanos a la participación en la vida cultural, en todas sus dimensiones: como espectadores, agentes, creadores, críticos, o promotores articulados en la Red Sonora Cultural.

Las ocho  líneas de este programa son:

1. Patrimonio y Diversidad Cultural

2. Infraestructura cultural

3. Promoción cultural nacional e internacional

4. Estímulos a la creación

5. Formación e investigación antropológica, histórica y artística

6. Esparcimiento y Fomento a la lectura

7. Turismo y Cultura

8. Industrias culturales

Cambiar, actualizar y adaptar el marco jurídico que regula las actividades artícticas, educativas y d eprotección al patrimonio podría facilitar en muchos casos el trabajo que realiza el ISC y la comunidad cultural del Estado.

Por lo que estamos de acuerdo con la propuesta de la Comisión de Cultura de que una mejor y más clara distribución de facultades y concurrencias entre las instancias de gobierno federales, estatales y municipales mejoraría la eficiencia del gasto público destinado al sector y la eficacia de los programas y actividades que desarrollamos en cada uno de nuestros Estados.

Coincidimos con el Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos en México que en su Diagnóstico de 2003 señala la necesidad de mejorar la situación fiscal y fortalecer la participación de las industrias culturales.

Sin embargo creemos que es muy importante distinguir entre lo que el Comisionado llama “los grandes conglomerados culturales” de alcance muchas veces global y poseedoras de amplios recursos económicos, materiales y políticos y las micro pequeñas y medianas empresas culturales y artísticas que forman el grueso de la fuerza laboral con la que trabajamos cotidanamente en la promoción del acceso a la cultura y el fomento a la creación.

Sin una distinción adecuada de los incentivos y medidas de fomento para las micro, pequeñas y medianas empresas culturales correríamos el riesgo de terminar con una política regresiva que fortalezca a los más fuertes y desampare a las iniciativas más débiles y emergentes.

Entendemos que las micro y pequeñas empresas culturales necesitan el apoyo de los fondos públcios para subsistir y seguir prestando servicios a la comunidad o para llevar servicios de maneras más eficientes, más eficaces y más diversas para todos los sonorenses.

 La rentabilidad económica no puede ser el criterio básico para el fomento a estas iniciativas, ni podríamos abandonarlas a las fuerzas de un mercado hostil a su oferta y con mecanismos muy imperfectos para asignar valor a la producción artística y cultural.

Las empresas culturales, especialmente las micro y pequeñas empresas, ofrecen en Sonora buena parte de las actividades y de las oportunidades de empleo para artistas, promotores y educadores, en condiciones de precariedad y a veces incluso de inseguridad que podrían mejorar con un adecuado manejo de los recursos públicos destinados al sector y una legislación más adecuada a sus condiciones de trabajo y desarrollo, tal como lo señala el Diagnóstico sobre los Derechos Humanos en México que mencionaba antes, necesitamos crear y definir una política de seguridad social para el trabajador cultural del sector privado.

Y esta necesidad de mejorar las condiciones laborales de los trabajadores del arte y la cultura hace indispensable otra distinción que ha sido muy difícil de establecer tanto en la normatividad como en las políticas públicas y el ejercicio de los programas oficiales, necesitamos distinguir entre quienes encuentran en la creación artística y el ejercicio de su creatividad un complemento a su desarollo personal o un modo de esparcimiento y quienes hacen de estas actividades el motivo central de sus vidas como profesionales de una disciplina. 

Las definiciones deben ser suficientemente flexibles como para permitir el tránsito entre una y otra categoría de acuerdo a las condiciones y decisiones individuales, pero como vemos claramente en el ámbito deportivo, necesitamos estrategias, recursos y programas distintos para distintos niveles de producción y compromiso.

La iniciativa privada ha mostrado su interés en participar más activamente en el fomento de la cultura y las artes en el Estado, y varias iniciativas grandes y pequeñas trabajan de manera cotidiana para preservar y difundir nuestro patrimonio y el trabajo de los creadores regionales a pesar de las dificultades y trabas que les impone un marco regulatorio poco adaptado a las características de estos proyectos.

Sin embargo los esfuerzos de la legislación fiscal por evitar la evasión de grandes contribuyentes hacen la vida casi imposible para iniciativas comunitarias cuando intentan recaudar entre los pequeños y medianos empresarios a su alcance, al igual que con las microempresas culturales necesitamos que la legislación cultural proteja y fomente estas iniciativas  locales que han mostrado ser las más exitosas en la protección de nuestro patrimonio cultural tangible e intangible al movilizar los recursos de las propias comunidades en el mantenimiento de monumentos y en la preservación de fiestas y prácticas culturales.

Ya en un ámbito más particular sería importante que la nueva ley reconociera la práctica de los institutos estatales fronterizos de realizar convenios con instituciones culturales públicas y privadas del extranjero, ya sea para promover la producción artística y el patrimonio cultural en el exterior o para enriquecer la oferta cultural regional con las aportaciones de creadores y educadores extranjeros.

Y como mis colegas aquí presentes pueden corroborar, el traslado de artistas y sus equipos a través de las aduanas y puestos fronterizos no sólo es una pesadilla administrativa sino que llega a poner en riesgo la realización de actividades de intercambio internacional aunque los artistas deban viajar unos cientos de metros para presentarse.

Los instrumentos musicales más voluminosos como arpas y contrabajos representan problemas, pero en el caso del equipo necesario para presentaciones multimedia y música electrónica los requisitos y trámites pueden  llegar y llegan a extremos absurdos que no se pueden justificar ni por la protección a la industria nacional ni por motivos de recaudación fiscal.

Espero tener la oportunidad de continuar esta conversación sobre el marco regulatorio de la cultura en los meses siguientes y que las dipuatadas y diputados de la Comisión de Cultura nos mantengan al tanto de los avances en la redacción de esta iniciativa.

